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El enfoque de desarrollo sustentable nació del proceso de pro-
gresiva ampliación de la conciencia acerca de las contradicciones entre 
el modelo capitalista de desarrollo predatorio, la garantía de una buena 
calidad de vida para la ciudadanía, el derecho de los pueblos al desarrollo 
y la constatación de los límites físicos del planeta para poder atender las 
demandas de la humanidad. Estas contradicciones fueron profundizadas 
con la implementación de la lógica neoliberal que impuso una dinámi-
ca donde las fuerzas del capitalismo actuaron sin control, acumulando 
mayor riqueza, minimizando los instrumentos de protección social y 
los derechos de los/as ciudadanos, extremando la destrucción de los re-
cursos naturales y llevando al planeta de manera acelerada a una crisis 
económica, social y ambiental sin precedentes. 

En la región de las Américas, al final de los años noventa, el 
acumulado de las luchas de resistencias de los movimientos populares 
contra el neoliberalismo en todo el continente  y el enfrentamiento a 
los regímenes autoritarios en América Latina en las décadas preceden-
tes, contribuyó a forjar múltiples expresiones que se comprometieron 
a la búsqueda de alternativas, varias de ellas articuladas con proce-
sos electorales en varios países, dando como consecuencia el inició un 
nuevo ciclo político de cambios progresistas en el sur del continente 
que se ha extendido por más de 15 años . 

En esta dinámica el movimiento sindical de las Américas y el 
conjunto de las y los trabajadores profundizaron su compromiso con 
el desafío de participar como actores de cambio fundamentales en la 
construcción de los distintos proyectos alternativos de la región, que 
a partir de la derrota del Área de Libre Comercio de las Américas  – 
ALCA, emergieron con más fuerza en el continente.

La profunda crisis económica, social y política que sacudió des-
de 2008 a las naciones del primer mundo y se expandió por todo el 
planeta colocó a los pueblos y naciones de las regiones periféricas y 
dependientes frente a un reto mayúsculo: que los costos de la supera-
ción de esta nueva crisis no se carguen sobre las espaldas de las y los 
trabajadores y los pueblos. 
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En la actualidad asistimos al desarrollo de una crisis internacio-
nal de largo alcance y amplias dimensiones que nos exige cuestionar el 
modelo neoliberal hegemónico, impuesto desde hace más de tres dé-
cadas. Sin embargo, hasta el presente los países centrales han ensayado 
respuestas meramente coyunturales que consisten en la aplicación de 
políticas que conservan la misma lógica de aquellas otras responsables 
de su desencadenamiento. Esto ha conducido a una profundización de 
los efectos más perniciosos de la crisis, con un impacto innegable sobre 
la situación de las mayorías sociales. Se hace cada vez más evidente que 
las políticas aplicadas a favor de las corporaciones y el rescate los ban-
cos en lugar de a los pueblos, profundizan el desempleo, la desigualdad 
y la exclusión social. 

América Latina y el Caribe continúan siendo un espacio privi-
legiado de la construcción de avances políticos y económicos alterna-
tivos a la orientación  neoliberal y hegemónica. En toda la región, en 
los países donde fueran electos gobiernos progresistas y democráticos 
populares, hubo una recuperación del papel del Estados frente a los 
mercados, abriendo un período político pos-neoliberal. 

Estas políticas se construyeron sobre la base de una dialéctica 
entre crecimiento y distribución de la riqueza y apostaron con sus 
diferencias y sus niveles desiguales de avance, a transformaciones es-
tructurales, generando no sólo cambios cuantitativos de mejora de in-
dicadores, sino al mismo tiempo se han generado transformaciones 
estructurales de componentes que están en la base de la desigualdad en 
la matriz de protección social fundamentalmente.

Un componente importante ha estado colocado en la participa-
ción social y organizada, en particular de organizaciones sindicales, de 
usuarios de servicios sociales, de consejos comunales y vecinales, etc. 
en el gobierno de las políticas públicas, en especial en materia laboral y 
social. Esto ha sido especialmente importante en la afirmación de dere-
chos con políticas activas de empleo para jóvenes y mujeres, entre otras.

Igualmente se ha producido un cambio en la implementación de 
programas focalizados para los sectores más excluidos por el neolibe-
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ralismo, generando una nueva generación de programas sociales, que 
implican un tránsito hacia la interacción con los prestadores universa-
les para que estos sectores puedan ser incorporados plenamente hacia 
la matriz universal de protección social y no para profundizar su dife-
renciación, como eran los programas focalizados del neoliberalismo.

Ello también ha significado que se han quebrado los “mitos/
mentiras” del neoliberalismo, sobre todo aquellos que hablan de pri-
mero de hacer crecer la torta, para después repartirla y que los aumen-
tos de salarios, generan inflación y reducen los empleos, entre otras 
falsas verdades acuñadas los últimos 30 años. 

Esas políticas resultaron en la significativa reducción de la po-
breza extrema, la desigualdad social y la inclusión de la grande mayo-
ría. Pero perduran todavía las desigualdades, en particular las basadas 
en la etnia, raza y el género. 

En este escenario mundial, el conjunto del movimiento sindical 
de las Américas se volcó a la construcción de dos instrumentos de in-
tervención y de transformación sociopolítica que constituyen avances 
frente al capitalismo predatorio y la hegemonía financiera: la formula-
ción de la Plataforma Laboral de las Américas (PLA), lanzada en 2005 
y la constitución de la Confederación Sindical de Trabajadores/as de 
las Américas (CSA), fundada en 2008.

Como producto de esta experiencia colectiva, hoy somos cons-
cientes de la necesidad de profundizar las transformaciones impulsa-
das en años recientes por los proyectos políticos emancipatorios en 
curso en el continente. Con esa finalidad se ha emprendido desde la 
CSA la elaboración de una nueva herramienta política, la Plataforma 
de Desarrollo para las Américas (PLADA).

Esta plataforma define orientaciones y principios que involu-
cran a todos los pueblos de  Américas y del mundo, y a sus trabaja-
doras y trabajadores. Tiene relevancia como herramienta política y de 
lucha para la defensa y profundización de los derechos laborales a es-
cala mundial, así como alternativa y estrategia de desarrollo construida 
desde el movimiento de las y los trabajadores.
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Ante ello, nos congrega el convencimiento de que la salida a la 
crisis requiere una respuesta urgente y estructural, con la participación 
ineludible del sindicalismo, los movimientos de las y los trabajado-
res, así como de las diversas expresiones colectivas del campo popu-
lar: movimientos sociales, campesinos, ambientalistas, estudiantiles, 
feministas, de las juventudes y la niñez, de los Derechos Humanos, 
por la defensa de las víctimas de violencia, por la diversidad sexual, 
anti-represivos, de los pueblos originarios, productores de la economía 
social y solidaria, organizaciones por los derechos de migrantes, edu-
cadores y promotores del arte y la cultura, entre otros.

La Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo, 
establecida por las Naciones Unidas en 1983, definió el desarrollo sus-
tentable como el “desarrollo que satisface las necesidades del presente 
sin comprometer las capacidades que tienen las futuras generaciones 
para satisfacer sus propias necesidades”.

La noción de Desarrollo Sustentable aparece como una de las 
alternativas que se enfrenta a la matriz de pensamiento neoliberal; una 
forma de comprender y organizar los aspectos esenciales de la vida 
social desde una nueva lógica; una respuesta construida por y para las 
mayorías populares. Las condiciones están dadas para el lanzamiento 
de una nueva agenda del desarrollo sustentable para la autodetermina-
ción de los pueblos y de los Estados. 

Esta es nuestra visión del Desarrollo que se construye desde 
nuestra opción sindical reafirmando los pilares del trabajo decente; 
la distribución de la riqueza; la democracia participativa; la igualdad 
entre géneros; la integración regional priorizando la articulación en las 
negociaciones internacionales y la consolidación de posiciones comu-
nes en temas de interés compartido y el intercambio de experiencias 
exitosas entre los gobiernos; la protección e inclusión social de todas y 
todos, inter-generacional y ambiental, integrando así las dimensiones 
económica, social, ambiental y política. El desarrollo no se logra sin la 
plena inclusión y participación de las mujeres y de los jóvenes. Todos 
los componentes que presentamos en esta plataforma tienen la equi-
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dad de género y la participación de la juventud cono enfoques trans-
versales y las mujeres y los jóvenes como protagonistas y principales 
actores para hacer realidad el desarrollo sustentable.

Sólo así se podrá garantizar que las conquistas perduren median-
te su profundización e institucionalización. El desafío del Siglo XXI 
resulta ser la consolidación de mecanismos para garantizar que sean los 
pueblos y no las corporaciones y firmas transnacionales quienes fijen el 
rumbo social y político en el continente. El esfuerzo conjunto deberá 
orientarse a cimentar alianzas sociales genuinas que confluyan en una 
agenda contra-hegemónica del desarrollo capaz de contener y articular 
todas las voces.



NUEVA RELACIÓN 
ESTADO, SOCIEDAD Y MERCADO
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1. La crisis mundial desemboca en crisis políticas que socavan las 
instituciones democráticas nacionales y redundan en mayor injerencia de 
las corporacione y otros poderes trasnacionales sobre la vida de los pueblos.

2. Los países que lograron resistir el sismo financiero adoptaron 
medidas de preservación de la inversión pública, el empleo, los niveles 
salariales y de pensiones, el consumo y la producción, así como dise-
ñaron nuevas medidas para impedir la pobreza extrema. En cambio, la 
recesión fue profunda en aquellos que adoptaron medidas conservado-
ras de recortes de gastos y reducción de salarios y empleos. 

3. Las soluciones de mercado para enfrentar la crisis global han 
fracasado. Nuestros Estados deben retomar el control y poder sobre 
el mercado y deben reconstruir su capacidad de generar ingresos para 
satisfacer las necesidades sociales y de regulación de la actividad eco-
nómica y social general.

4. Las transformaciones recientes en el continente señalan el as-
censo de fuerzas políticas y sociales que buscan formas de organización 
y representación distintas al despliegue radical de políticas inspiradas 
por el llamado “Consenso de Washington”. Estas nuevas fuerzas colec-
tivas tienen su origen en las luchas contra las dictaduras militares y los 
gobiernos autoritarios que instauraron el neoliberalismo.

5. Profundizar la democracia significa establecer una nueva rela-
ción entre Estado, mercado y sociedad, con autonomía e independen-
cia de los mercados financieros. Debe pensarse al Estado como poten-
cia de las mayorías populares, lo que significa la participación activa 
del pueblo trabajador en lo público, y no la mera reivindicación de la 
tutela gubernamental o su consideración como si fuese un patrón más.

6. La intervención estatal debe asegurar el pleno empleo y con-
tribuir a la redistribución de la riqueza frente al efecto concentrador 
del mercado,  mediante políticas sociales, fiscales y monetarias sobera-
nas para enfrentar coyunturas de estancamiento o crisis. Se debe esta-
blecer un sistema de corresponsabilidades en el cual los actores econó-
micos y corporativos de mayor peso deberán asumir mayores cargas y 
responsabilidades para superar los períodos de crisis.
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7. El Estado debe garantizar servicios públicos de calidad, ase-
gurando pleno acceso a las necesidades básicas de la población. Abas-
tecimiento de agua potable, garantía de electricidad, sistema de salud 
universal e integral, educación, seguridad, son temas que afectan di-
rectamente la calidad de vida de todos y todas y los poderes públicos 
tienen que hacerse responsables. 

8. La integración regional no debe ser confundida con el flujo 
comercial y la liberalización arancelaria en forma excluyente respecto 
a otros contenidos. Ambas responden a menudo a una lógica de com-
petencia entre países por la generación de mejores condiciones para las 
empresas transnacionales. 

9. Resulta primordial superar la concepción según la cual potenciar 
el vínculo de los países de las Américas con las potencias industrializadas 
constituye el único camino hacia el desarrollo económico. El desafío es 
avanzar en la reformulación de las asimetrías históricas entre el Norte y el 
Sur, y el fortalecimiento de los vínculos de cooperación Sur-Sur.

10. Esta estrategia de desarrollo promueve la protección y la 
ampliación de derechos. Organiza un Estado para la sociedad y rege-
nera la capacidad del Estado para controlar y regular el mercado con 
el fin de satisfacer las necesidades sociales actuales y velar por las de las 
generaciones futuras.
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I. Dimensión POLÍTICA

Democracia participativa. Complementariedad 
entre representatividad e instrumentos de 
consulta popular y participación directa

11. La profundización y consolidación de la democracia requie-
re la participación del conjunto de la sociedad en las decisiones, lo que 
entre otras cosas fundamenta su protección efectiva y la protege de 
la violencia, de la guerra, del militarismo y de la criminalidad. Debe 
proporcionar justicia social y promover la libertad sindical, asegurar la 
igualdad entre géneros, grupos generacionales y étnicos e incidir para 
la superación de las desigualdades y de las asimetrías.

12. Implementación  de mecanismos de participación que de-
sarrollen y complementen la democracia representativa. No existe una 
contraposición entre participación directa y democracia representati-
va. Articulación de instituciones representativas con instrumentos de 
consulta popular vinculantes y participación directa. Ampliación de 
los mecanismos de democracia participativa tales como consultas, re-
feréndums, plebiscitos, espacios consultivos de diálogo de la sociedad 
civil y asambleas, a fin de fortalecer las decisiones políticas. 

13. La representación ciudadana debe ser democrática y encar-
nar la pluralidad de la sociedad. Garantizar la paridad de géneros.

14. Promover colaboraciones más profundas de parte del movi-
miento sindical y favorecer el fortalecimiento de las capacidades de las 
y los dirigentes sindicales a fin de responder a los desafíos y contribuir 
a la elaboración de políticas de desarrollo y democratización.

15. Creación de instrumentos que aproximen las organizaciones 
sociales con el Estado y que promuevan la elaboración, ejecución y evalua-
ción de las políticas públicas de forma conjunta y articulada, así como su 
rol en la toma de decisiones nacionales y supranacionales, a través de ins-
trumentos como los Consejos Consultivos Económicos y Sociales. Esta-
blecer auditorías participativas en todos los gobiernos locales y nacionales.
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16. Impulsar la democratización, transformación, crecimiento y 
empoderamiento  del sindicalismo para constituirse como actor fun-
damental en la lucha por una nueva hegemonía que haga posible un 
modelo de desarrollo sustentable. 

Reformas de los sistemas políticos y judiciales 
para impedir la injerencia de las corporaciones 
económicas en el funcionamiento de la democracia 

17. Reformas de los sistemas políticos de nuestros países, in-
clusive a través de procesos constituyentes, donde persisten herencias 
de períodos dictatoriales, autoritarios y comandados por las élites he-
gemónicas. Elaboración de nuevos mecanismos de democratización 
nacional, subregional y continental. Promoción de nuevas Constitu-
ciones que impliquen garantías de derechos para todos y todas, demo-
cratización de los Estados y ampliación de derechos.

18. Promover reformas políticas que eliminen el financiamiento 
privado de las campañas electorales. Las grandes empresas y corpo-
raciones deben estar vedadas para hacer donaciones en las campañas 
electorales. Es responsabilidad de los Estados garantizar la pluralidad y 
equidad en las campañas electorales, proporcionando adecuado finan-
ciamiento de las mismas.

19. Combate a la corrupción, transparencia en la gestión públi-
ca y acceso a la información pública.

20. Garantizar la continuidad y perdurabilidad de los cambios 
favorables a los procesos de democratización de los países de la re-
gión amenazados por un preocupante proceso de judicialización de 
la política. Los sistemas judiciales heredados de las dictaduras. se han 
constituido en reserva e instrumento para el impulso de iniciativas 
reaccionarias y de desestabilización institucional.

21. Fin a la criminalización de la acción colectiva y de las luchas 
sociales.

22. Nuevos mecanismos de control ciudadano a las políticas pú-
blicas, que incluyan soportes virtuales. 
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23. Rendición de cuentas sobre los presupuestos nacionales y 
sub-nacionales, gestión participativa de su definición y ejecución. 

Democratización de la comunicación
 para la ampliación de la participación 
y el control ciudadano

24. Nos pronunciamos radicalmente contra el latifundio mediá-
tico nacional o transnacional y su injerencia política mayúscula en el 
continente. La libertad de expresión que promovemos se opone a los 
intereses mediáticos corporativos que sólo ven los medios de comuni-
cación de masas como instrumento de rentabilidad e incidencia en la 
toma de decisiones políticas. Rechazamos la formación de monopolios y 
oligopolios en la propiedad y el control de los medios de comunicación 
que actúan como un poder de facto en la sociedad y en los Estados. 

25. Libertad de expresión de todas y todos los actores y sectores de 
la sociedad, asegurando las condiciones legales, tecnológicas y comunica-
tivas para tal efecto. Incorporación en los marcos legales de mecanismos 
de auditoría social de los medios comerciales y estatales. Políticas públi-
cas contra la concentración de los medios de comunicación y promoción 
de la diversidad de actores en la propiedad mediática.

26. Recuperación del carácter público de la comunicación en 
todos sus soportes. Reconstrucción de los medios públicos de calidad 
que fueron directamente atacados por la ofensiva neoliberal. Admi-
nistración estatal y soberana del espectro electromagnético y de las 
telecomunicaciones digitales. Distribución proporcional e igualitaria 
de los espectros electromagnéticos y de las telecomunicaciones digita-
les nacionales entre medios comerciales, el ámbito público estatal y las 
organizaciones sindicales y sociales. 

27. Reconocimiento, promoción y garantías a los medios audiovi-
suales comunitarios, alternativos e independientes, incluyendo internet 
como espacios de ejercicio de ciudadanía y desarrollo social. Garantías 
para la creación y pleno funcionamiento de nuevos medios de comunica-
ción para y por los movimientos populares y las organizaciones sindicales.
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28. El movimiento sindical junto a otros actores sociales del 
campo popular debe tener una activa participación en la agenda para 
la democratización de la comunicación.

Participación sustantiva de los movimientos 
sindicales y sociales en los procesos e 
instituciones de integración regional 

29. Impulso de una integración desde y para los pueblos. Ga-
rantizar una región estable política y económicamente, con espacios 
de participación real en todos los niveles: nacional, regional y conti-
nental. Diseñar e implementar mecanismos de consultas a la ciudada-
nía de aquellas decisiones supranacionales fundamentales. 

30. Establecimiento de más y mejores mecanismos de consulta 
entre los gobiernos y el movimiento sindical. Aumentar la participa-
ción sindical en UNASUR, CELAC y OEA.

Democratizar los procesos regionales 

31. Fortalecimiento y profundización de los procesos de inte-
gración regional en forma coordinada, complementaria y solidaria. 
Con  agendas superadoras de objetivos estrictamente comerciales y 
que procuren una identidad basada en los valores e identidades comu-
nes de los pueblos de la región, como la solidaridad, la cooperación, el 
respeto a las diferencias, la autonomía y la soberanía. Fortalecimiento 
de la Unión de Naciones del Sur (UNASUR) y de la Comunidad de 
Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC).

Las Américas como territorio de Paz 
y de plena realización de los Derechos Humanos

32. La Paz es un bien de la Humanidad, se basa en la dignidad 
de las personas y se construye a partir de la realización e interdepen-
dencia de los Derechos Humanos, el respeto por la soberanía de las na-
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ciones y la democracia. Es un permanente quehacer, fruto de la justicia 
social y la solidaridad entre las personas, las naciones y los pueblos. 

33. Por un continente sin guerras ni bases militares extranje-
ras. Rechazo y repudio a la existencia de bases militares extranjeras 
en cualquiera de los países de las Américas, porque ellas representan 
un obstáculo a la paz regional y estimulan la desconfianza entre nues-
tros países, promoviendo armamentismo e hiriendo el principio de la 
autodeterminación de los pueblos, así como el de las soberanías na-
cionales sobre el territorio. Establecimiento de un Programa de desmi-
litarización nacional y extranjera, suspensión de nuevas instalaciones 
militares, establecimiento de cronogramas de cierre de bases, retiro de 
misiones y tropas extranjeras de y en los países de las Américas. Recor-
tes en el gasto militar.

34. El movimiento sindical de las Américas repudia la represión 
en cualquier lugar del mundo, puesto que la misma constituye una 
amenaza a la libertad y a la construcción de la paz. El Continente 
Americano debe ser un espacio de respeto hacia y entre las personas, 
los pueblos y las naciones. 

35. Limitaciones al comercio de armas y frenar su tráfico ilegal en 
la región a través de controles estrictos en las fronteras de los países pro-
ductores y exportadores. Implementación de programas de desarme de 
la población,  con restricciones a su comercialización, tenencia y porte.

36. La dominación imperial se ejerce no sólo por vía de la do-
minación militar. El sistema de control de los Estados y los pueblos se 
hace además por la vía de la coerción económica, ideológica, tecnoló-
gica y política. Condenamos el espionaje imperialista y cualquier otra 
forma de injerencia de los Estados y corporaciones en las soberanías. 

Reconocimiento de los sindicatos 
como instrumento de la democracia y 
del ejercicio de los Derechos Humanos

37. Solo en una sociedad con respeto sustantivo por los Dere-
chos Humanos integrales se puede construir una democracia real. Con 



Plataforma de
Desarrollo 
de las Américas 19

sus valores permanentes de solidaridad y no discriminación, y a través 
de su presencia y papel en los lugares de trabajo y en la sociedad, los 
sindicatos tienen una capacidad única para trabajar por la democracia 
y el ejercicio pleno de los Derechos Humanos  para el conjunto de los 
ciudadanos del Continente.

38. La búsqueda de un paradigma de desarrollo alternativo al 
neoliberalismo por parte de los Estados requiere la construcción de 
una agenda sindical proactiva en el área de la cooperación internacio-
nal, partiendo del presupuesto de que los sindicatos son actores del 
desarrollo y de la promoción de la democracia.

Autodeterminación cultural de los pueblos 
originarios y afro-descendientes y respeto 
a la plurinacionalidad 

39. Esta estrategia de desarrollo fomentará la sanción de leyes y 
la generación de  políticas que favorezcan el respeto a la plurinaciona-
lidad, diversidad cultural e interculturalidad en condiciones justas y 
mutuamente respetuosas, en especial con sus idiomas, lenguas y dia-
lectos y sus territorios originales. Para ello promocionará la educación 
intercultural en todos los niveles.

40. Aplicación de la Declaración de la ONU sobre los derechos 
de los pueblos originarios. Autodeterminación cultural y étnica de las 
personas, los pueblos y las naciones. Las Américas deben establecer 
medidas específicas de protección y preservación de las culturas y los 
derechos de los pueblos originarios y afro descendientes. Creación de 
ámbitos tripartitos subregionales para la promoción de  políticas pú-
blicas antidiscriminatorias y seguimiento de sus resultados.

Autorreforma sindical

41. Para avanzar en esta alternativa de desarrollo es fundamental 
que el movimiento sindical y sus dirigentes prioricen el perfecciona-
miento del funcionamiento de los propios sindicatos por medio de 
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la unidad, la democracia interna, la libertad sindical, la ampliación y 
fortalecimiento de la representación de todas y todos los trabajadores. 

42. Promover la existencia de órganos de representación de las 
y los trabajadores en los lugares de trabajo, mecanismos transparentes 
de rendición de cuentas y acceso desburocratizado al registro sindical. 

43. Promover organizaciones de cobertura sectorial, territorial y 
nacional e internacional. Mayor participación de mujeres y jóvenes en 
los sindicatos, garantizar el ejercicio de la libertad sindical y su partici-
pación efectiva en los procesos de negociación colectiva. 

44. Las estructuras sindicales deben incorporar mecanismos de 
apertura para la inclusión de los diversos colectivos laborales en con-
diciones de informalidad y precariedad, incluyendo a los trabajadores 
de empresas tercerizadas, subcontratistas y de agencias de empleo. Del 
mismo modo, deben implementarse mecanismos de inclusión para 
trabajadores y trabajadoras que son objeto de discriminación por su 
condición de género, grupo etario, por discapacidad, situación migra-
toria o identidad étnica.

45. La política educativa sindical debe estar fundada en un con-
cepto y una metodología horizontal y democrática para la interpre-
tación y transformación de la realidad. La formación sindical como 
parte de la formación ciudadana y social promueve principios, valores, 
habilidades y destrezas para fortalecer los procesos de autorreforma, la 
organización sindical y orientar las acciones de transformación en la 
perspectiva política de construir un modelo de desarrollo sustentable 
como alternativo al modelo neoliberal.
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II. Dimensión ECONÓMICA

Integración Regional

46. Fortalecimiento de los procesos de integración regional y sub-
regional como herramientas para el desarrollo de nuestros pueblos. Sos-
tenimiento y promoción de los instrumentos de integración regional que 
fomentan relaciones de igualdad entre las naciones del continente, y re-
formulación de aquellas políticas de integración que encubren formas de 
dominación de unos países sobre otros. El comercio internacional debe 
tener lugar en el marco de acuerdos justos entre las partes. 

47. Los Tratados de Libre Comercio (TLC), de Inversiones y 
el Acuerdo Estratégico Trans-Pacífico de Asociación Económica tie-
nen una naturaleza asimétrica, con efectos negativos sobre los sistemas 
productivos de la región y son además instrumentos de absorción de 
mercados por parte de las grandes potencias. Profundizan las asimetrías 
entre naciones enriquecidas y empobrecidas, aumentan el poder de las 
corporaciones y de potencias frente a los pueblos, profundizando las raí-
ces del neoliberalismo. Por ello rechazamos la firma e implementación 
de nuevos TLC. No obstante, en el marco de vigencia de estos instru-
mentos económicos en la región, proponemos su renegociación a fin de 
preservar la soberanía y autodeterminación de los pueblos y naciones.

48. Promoción de políticas macro-económicas y complemen-
tariedad productiva en el continente para suprimir la competencia 
de precios entre los países y por la atracción de empresas extranjeras 
basada en reducciones salariales, impositivas y precarización laboral. 
Al mismo tiempo la complementación productiva debe colaborar en 
avanzar en la desprimarización de nuestras economías y en el desarro-
llo de valor agregado en nuestra producción. 

49. Fomento al diseño de infraestructura y matrices energético 
productivas a escala continental. Los Estados deberán asumir el com-
promiso de lograr una verdadera integración de infraestructuras del 
continente destinada a promover el desarrollo sustentable, el pleno 
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empleo y la comunicación de los pueblos, concretando con ese sentido 
los proyectos de infraestructura existentes y elaborando nuevos. Para 
esto es fundamental la participación de los pueblos y de los afectados, 
para saber adónde va el dinero público. La integración regional tiene 
una enorme potencialidad contra-hegemónica, que puede explotarse 
al máximo asumiendo los compromisos de participación presentes en 
sus estatutos constitutivos. 

Distribución justa del ingreso, la renta, 
las oportunidades, la riqueza y el excedente

50. La distribución injusta de los ingresos, la renta, las oportu-
nidades, la riqueza y los excedentes es, en buena medida, consecuen-
cia de los procesos de primarización de las economías de la región 
y de concentración económica instrumentada por la transnaciona-
lización del capital. Es fundamental la intervención de los Estados 
nacionales y de los organismos de integración regional para revertir 
la desigualdad social. 

51. Erradicación de la pobreza, inclusión social y justicia dis-
tributiva.  Ello significa avanzar en reformas estructurales de acceso e 
igualdad de oportunidades en los servicios sociales y negociaciones co-
lectivas que garanticen el crecimiento de la masa salarial como propor-
ción del ingreso nacional, es decir redistribución primaria del ingreso. 
No es posible una política social sustentable sin aumentar los niveles 
de trabajo decente para todas y todos, y de los ingresos de las familias.

52. Garantías a la protección social de toda la población, pleno 
empleo en condiciones dignas y resguardo de los salarios frente a la 
volatilidad de los ciclos económicos, que debe lograrse vía consolida-
ción de las capacidades estatales de organización y regulación sobre la 
producción, la distribución y el consumo. 

53. Gestión pública y participativa sobre el acceso a los re-
cursos esenciales y estratégicos de infraestructura esencial y control 
sobre los actores económicos dominantes intervinientes en estas ca-
denas de valor.
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Mercados e instituciones financieras comunes, 
y coordinación monetaria 

54. Creación de Bancas de Desarrollo y entidades financieras 
Públicas, estatales y regionales, apuntalamiento y fortalecimiento de 
las existentes. 

55. La banca pública debe financiar inversiones sociales, la pro-
ducción y la economía social y solidaria con participación social, con-
trolar y regular a la banca privada, exigiendo contrapartidas sociales, 
ambientales y laborales. 

 56. Aplicación de instrumentos tendientes al desarrollo de mer-
cados, instituciones financieras, infraestructura y coordinación mone-
taria de carácter regional como la que está contenida con la propuesta 
de creación del Banco del Sur.

57. Defensa y estímulo a la nueva arquitectura política y eco-
nómica representada por la Unión de Naciones del Sur (UNASUR), 
la Comunidad de Estados de América Latina y Caribe (CELAC) y la 
Alianza Bolivariana de los Pueblos de Nuestra América (ALBA). Así 
como la reconfiguración y fortalecimiento del Mercado Común del 
Sur (MERCOSUR), la Comunidad Andina de Naciones (CAN), el 
Sistema de Integración de Centroamérica (SICA) y la Comunidad del 
Caribe (CARICOM).

58. Desarrollo de instrumentos financieros, cambiarios o de 
compensación recíprocos, para evitar el uso de monedas ajenas a los 
países de los agentes que realizan las transacciones del comercio ex-
terior. Coordinación de monedas implica coordinación de políticas 
económicas. Se debe buscar la armonización económica entre países a 
través del uso de monedas nacionales en el comercio exterior intrazo-
na, considerando no sólo el oro y el dólar. 

59. Creación y fortalecimiento de fondos regionales compen-
satorios de commodities frente a períodos de bajas de precios y crisis 
financieras en los países de la región, cuyo propósito sea armonizar las 
variables macroeconómicas y proteger los derechos de las y los traba-
jadores. Prohibición de la especulación financiera (futuros y opciones) 
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sobre commodities alimenticios.
60. Rechazo a las deudas externas ilegítimas cuyo pago absorbe 

presupuesto. Las deudas externas contraídas de forma ilegítima por 
los países más pobres no deben ser pagadas. Participación popular y 
transparencia de los programas, origen y destino de los fondos y meca-
nismos de toma de deuda de cada país. 

Infraestructuras nacionales y regionales 
para el desarrollo sustentable 

61. La infraestructura y las comunicaciones tienen la función de 
crear las condiciones y facilitar la implementación de este proyecto de 
desarrollo. Deben ser diseñadas y construidas para la integración de las 
personas, los pueblos y la complementariedad productiva en la región. 
Debe orientarse hacia la conexión y el flujo de personas y productos 
en condiciones justas y libres. 

62. Planificación de políticas de desarrollo sectorial que fomen-
ten la complementariedad productiva entre los países americanos.

63. Revisión de las privatizaciones e impedir que se realicen 
nuevas en sectores estratégicos para el desarrollo. Retomar la partici-
pación del sector público en las empresas estratégicas, de explotación 
de recursos naturales y de redes de infraestructura básica, mediante 
una política de capitalización de activos. 

Condicionamiento y orientación de la inversión 
extranjera y de empresas transnacionales 
hacia Proyectos Nacionales de Desarrollo

64. Estímulo a la inversión intrarregional en América Latina 
y Caribe. Las grandes empresas transnacionales no pueden ni deben 
tener libertad absoluta para establecer condiciones de producción, 
contratación, exportación y giro de dividendos. Los gobiernos de-
ben desarrollar y garantizar procesos democráticos de participación 
y de consulta.
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65. Implementación de mecanismos de promoción de matrices 
productivas diversificadas que contemplen las condiciones de repro-
ducción de agentes y unidades económicas más pequeñas con alta ca-
pacidad de generación de empleo decente, que estimulen el desarrollo 
de mercados internos diversificados y complementarios, el acceso al 
consumo sustentable de las mayorías y la reducción de la dependencia 
al modelo extractivista insustentable.

66. Condicionamientos a la Inversión Extranjera Directa siem-
pre ligados con proyectos nacionales o regionales de desarrollo sus-
tentable mediante encadenamientos productivos, que aporten a la 
generación de empleo permanente y decente, que contribuyan a la 
deslocalización de la producción en zonas de menor desarrollo y que 
garanticen la  transferencia de tecnologías que contribuyan con estos 
proyectos. Participación de los sindicatos y movimientos sociales en 
las políticas económicas para regular la inversión extranjera y el co-
mercio internacional. 

67. Control Estatal eficaz de las empresas transnacionales, mul-
tilatinas y de las cadenas productivas de bienes y servicios. Deben ser 
realizadas conforme a las pautas de acuerdos internacionales y con 
control social. Establecimiento de sanciones sustantivas a las empresas 
y sus contratantes que incumplan con derechos laborales, violen la 
libertad sindical, incurran en actos de discriminación y violencia o 
afecten los derechos humanos y la sustentabilidad ambiental. 

68. Rechazamos las políticas de protección de la inversión ex-
tranjera que dan derecho a las empresas transnacionales de demandar a 
los Estados ante tribunales internacionales de arbitraje, con el pretexto 
de atraer inversiones.

69. Garantizar que la cadena de valor se realice íntegramente en 
la región y en cada eslabón se garantice trabajo decente. 

Nueva Fiscalidad Progresiva

70. Hacia una nueva fiscalidad que apunte a gravar progresi-
vamente las ganancias, la renta, el patrimonio, los altos ingresos y el 
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consumo de lujo. Quien gana más y tiene mayor riqueza, que pague 
más; Quien gana menos y tiene menor riqueza, que pague menos. 

71. Extensión de la base del gravamen a otros tipos de ingresos 
actualmente exentos como: rentas financieras, ganancias de capital, 
dividendos de acciones y ganancias extraordinarias. Implementar im-
puestos especiales a los latifundios, herencias, las fusiones de las trans-
nacionales con empresas nacionales y sobre las actividades primario 
extractivas, basado en el concepto de renta diferencial por la existencia 
de recursos no renovables. 

72. Reformulación integral del Impuesto al Valor Agregado y 
diferenciación entre bienes básicos y de lujo, con tasas diferenciales 
y exoneraciones. 

73. Impulsar la creación de un Impuesto Internacional sobre las 
Transacciones Financieras y la especulación de características similares 
a la Tasa Tobin.

74. Control efectivo sobre la evasión y la elusión fiscal, median-
te el fortalecimiento de los distintos servicios estatales encargados de la 
fiscalidad, el aumento de agentes fiscalizadores y mejores tecnologías.

75. Direccionamiento de la renuncia fiscal, adopción de una nue-
va fiscalidad y políticas de exenciones en favor de los proyectos produc-
tivos sustentables, los proyectos productivos que  aportan a la comple-
mentación productiva regional y a favor de la inclusión e igualdad social. 

Reforma agraria integral. Progresiva erradicación 
del monopolio transnacional en la producción 
y comercialización de semillas 

76. Reforma agraria integral para redistribuir, desconcentrar y 
democratizar la tierra. La reforma agraria es un instrumento de gene-
ración de empleo, democratización de la propiedad, ocupación más 
equilibrada de los territorios y un uso más racional de los recursos. 
Aplicación del principio de la función social de la propiedad.

77. Eliminación de las modalidades de agro-negocios que com-
binen semillas transgénicas con agro tóxicos, en grandes áreas de mo-
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nocultivos, en un contexto de creciente concentración, extranjeriza-
ción  de la tierra, de las semillas y de financierización de la actividad, 
que estimulan la especulación. 

78. Control público sobre el mercado de tierras, estableciendo 
límites al tamaño y usos de las propiedades, para combatir la especu-
lación financiera sobre las propiedades y los productos agropecuarios. 

79. Una política de Estado que no priorice las grandes empresas 
privadas y revierta el monopolio de la comercialización de las semillas. 
Crear una empresa estatal para la comercialización de las semillas. Ga-
rantizar acceso universal al uso de las semillas. Rechazo a las semillas 
terminator que son fabricadas por las grandes multinacionales del agro 
negocio y quiebra de patentes. 

80. Instrumentos regulatorios que aseguren mayor participación 
de los pequeños productores rurales. Implementación de mecanismos 
que garanticen precios justos, asistencia técnica y líneas de financia-
miento para los productores agropecuarios de menor escala, la agricul-
tura familiar y campesina.

81. Afianzamiento de la inclusión productiva de las mujeres a través 
de programas de transferencias de ingresos, créditos accesibles y acceso a 
la propiedad de la tierra que tiendan a la igualdad y justicia entre géneros.

82. La violación de los derechos de propiedad de los pueblos 
originarios y afro-descendientes sobre sus tierras y territorios no puede 
sustentarse en justificaciones de desarrollo o de interés nacional que no 
respeten sus derechos, los cuales revisten importancia crucial para la 
supervivencia cultural, social y material de estos pueblos. 

83. Intervención estatal para la democratización del mercado de 
tierras, el ordenamiento territorial y la zonificación agropecuaria, que 
contribuyan a la reversión de los procesos de extranjerización en curso.

84. Control efectivo por parte del Estado sobre los insumos uti-
lizados en la actividad agropecuaria en el conjunto de la cadena pro-
ductiva, y sus consecuencias sobre la salud de los y las trabajadoras y 
la población. Progresiva erradicación del uso de los agro-tóxicos que 
ponen en riesgo la vida humana e incentivos a la investigación sobre 
técnicas e insumos sustentables. 
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85. Control de los agentes económicos que intervienen en la 
intermediación garantizando mejores condiciones y precios entre pro-
ductores y comercializadores. 

Soberanía y seguridad alimentaria

86. La soberanía alimentaria es el derecho de los pueblos, comuni-
dades y países a definir sus propias políticas agrícolas, la ganadería, el tra-
bajo, la pesca, la alimentación con el fin de ser ecológica, social, econó-
mica y culturalmente apropiadas a sus circunstancias únicas. Esto incluye 
el derecho de real para la alimentación y la producción de alimentos. 

87. Soberanía y autoabastecimiento regional productivo y alimen-
tario. Por una agricultura con diversidad de productores y diversidad de 
productos, que resulte ambientalmente sustentable a lo largo de los años. 
Redefinir el perfil de la actividad orientada a la exportación, la sobreex-
plotación de los recursos y los perjuicios hacia la agricultura familiar.

88. Los Estados deben tener una estrategia nacional para ga-
rantizar a todo el pueblo la seguridad y la soberanía alimentaria que 
implique: garantizar el abastecimiento de alimentos sustentables en los 
mercados internos urbanos y rurales, apoyo e incentivos a la agricultu-
ra familiar y campesina que favorezcan la diversificación de productos 
con más empleos en el sector rural y autonomía para los agricultores, 
políticas que promuevan la transformación de los procesos producti-
vos para adecuarlos a las necesidades de la región de forma sustentable, 
regulación de los mercados regionales, la importación y exportación 
de alimentos entre los países de la región para que el intercambio se dé 
en condiciones de igualdad. 

89. En el sector agropecuario se debe producir con técnicas y 
tecnologías que garanticen la preservación de los suelos, la eficiencia 
de recursos hídricos y métodos de cultivo no contaminantes. En esta 
tarea, resulta de mayor importancia el rescate y fortalecimiento de las 
prácticas tradicionales, originarias y orgánicas, las innovaciones tec-
nológicas propias, considerando las relaciones sociales y los contextos 
culturales de las áreas en los cuales se desarrollan los cultivos.
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90. Educación ambiental para el consumo sustentable. Informar 
a la población sobre cuáles son los alimentos transgénicos y si han sido 
utilizados agro-tóxicos.

Desarrollo de la investigación 
y transferencia tecnológica regional 

91. Para superar las brechas tecnológicas y desigualdades entre 
las naciones del Norte y las del Sur expresadas tanto en el sistema de 
patentes y registros como en el desarrollo técnico y científico, deben 
establecerse garantías para el acceso al conocimiento y facilitarse los 
procesos de transferencia y acceso a la tecnología por parte de los paí-
ses menos desarrollados. 

92. Fomento de instituciones financieras regionales y subregio-
nales que asistan a los países de la región con financiamiento para 
desarrollos tecnológicos que apunten a la integración regional y la 
complementariedad productiva. Estos procesos no deben generar en-
deudamiento de las naciones del Sur.

93. Construcción de indicadores nacionales y regionales confiables. 
94. Fortalecimiento de los sistemas de formación profesional, 

para recapacitación y reconocimiento de saberes de trabajadores y tra-
bajadoras afectados por incorporación de nuevas tecnologías. Planes 
de capacitación en tecnologías de punta y tecnologías ambientalmente 
amigables para microempresas y PyMEs.

95. Promover la inversión de un mínimo del PBI de cada país 
en sectores que reduzcan el impacto ambiental de la producción y ac-
tuando preventivamente sobre los desastres naturales. 

96. Las tecnologías de la información y las comunicaciones 
(TIC) constituyen un soporte imprescindible y transversal del con-
junto de la actividad productiva, política y cultural. Estas tecnologías 
pueden ser aliadas para esta alternativa de desarrollo, a través de la 
superación de las brechas sociales, de género, generacionales, racial, 
étnicas y de clase. Por eso deben ser parte de las políticas de Estado 
orientadas a la igualdad social.



Plataforma de 
Desarrollo 
de las Américas30

Planificación estatal y participativa 
de la economía social y solidaria 

97. Propiciar políticas estatales de financiamiento (como sub-
venciones y estrategias de inversión colectivas, entre otras) con énfasis 
en la creación de un Fondo específico de financiamiento a proyectos 
de la economía social y solidaria. Dicho fondo debe priorizar la in-
fraestructura, la asistencia técnica para planeamiento, gerencia y mer-
cadeo de los productos y servicios y el apoyo a las etapas iniciales del 
capital de giro y los salarios de los trabajadores. 

98. Promover modelos y generar elementos institucionales coo-
perativos, comunitarios y sociales para que los agentes de la economía 
social puedan acceder a tecnología de punta y métodos productivos 
con alto contenido tecnológico.

99. Programas de desarrollo tecnológico, asistencia técnica e in-
cremento de la productividad en forma respetuosa del medio ambiente.

100. Promoción del Desarrollo Local a través de la implemen-
tación de proyectos que asocien a los agentes económicos con énfasis 
en la economía solidaria. 

101. Fortalecimiento de la institucionalidad a través de la cual 
se canaliza el apoyo estatal tendiendo a un organismo único de alto 
nivel que concentre la regulaciones y los apoyos a la economía social y 
solidaria. Las cooperativas y la economía social no deben ser utilizadas 
como vías de  intermediación y fraude laboral. 

102. Promoción de valores cooperativos en las comunidades y 
territorios donde se desarrolla la economía social y solidaria.

103. Acceso y priorización de la economía social y solidaria en 
las compras públicas estatales. Deben desarrollarse programas de com-
pras públicas que garantice una reserva de mercado en sus compras a 
los emprendimientos de la economía social y solidaria.
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III. Dimensión SOCIAL

Trabajo Decente  

104. El Derecho al Trabajo decente, con igualdad entre géneros, 
etnias y generaciones, sin discriminación por discapacidad, orienta-
ción o identidad sexual, constituye el centro de la estrategia de desa-
rrollo sustentable en las Américas y es uno de los componentes funda-
mentales para la superación del modelo neoliberal.

105. Combate al trabajo en condiciones de informalidad tanto 
en la economía informal como en la formal. Y a la precarización, espe-
cialmente cuando surge de procesos de tercerización (subcontratación 
y trabajo “por agencia”).  Erradicación del trabajo forzoso, del trabajo 
en condiciones análogas al trabajo esclavo y la trata de personas. Erra-
dicación del trabajo infantil.

106. Igual remuneración y derechos por trabajo de igual valor 
y calificación.

107. La acción de la  juventud trabajadora y del movimiento 
sindical son factores claves tanto en el potenciamiento y vitalización 
sindical como en la solución de los graves problemas que afectan a los/
las jóvenes  en el mundo del trabajo en las Américas.  El acceso a un 
primer empleo con trabajo decente, debe ser una prioridad para los 
Estados. El movimiento sindical y la juventud son sujetos claves en la 
incidencia de las políticas públicas de empleo en cada país.

108. Los Estados deben ser garantes de la legalidad, la promoción 
y protección de las normas fundamentales del trabajo e intervenir en los 
períodos de crisis social o frente a fenómenos naturales extremos para 
que se proteja a las y los trabajadores y a sus familias, incluso a los propios 
trabajadores del Estado, los trabajadores públicos. Promoción de Planes 
Nacionales de Trabajo Decente, construidos como espacios de delibera-
ción pública y diálogo social que incluyan: la formalización del empleo 
con reconocimiento y garantía de sus derechos,  la elaboración de nor-
mas laborales para la juventud, el fortalecimiento económico, logístico 
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profesional, técnico, fortalecimiento de los Ministerios de trabajo frente 
a la inspección laboral, la generación de empleos formales con derechos, 
garantías para la negociación colectiva, el ejercicio de la libertad sindical, 
la seguridad social universal y diálogo social verdadero.

109. Vigorización del papel normativo de la OIT como organis-
mo creado para dar igualdad a los desiguales, a través de la ratificación 
y aplicación de sus convenios por todos los países miembros, con una 
presencia sindical más protagónica. 

110. Elaboración  y ejecución de Programas de cooperación fo-
calizados a los países de las Américas con mayor déficit de trabajo 
decente y menos desarrollo sindical. 

Libertad sindical y negociación colectiva efectivas

111. Las y los trabajadores tienen derecho a organizarse libre-
mente, a elegir el tipo de estructura y formas de representación, a ejer-
cer el derecho a huelga, a negociar colectivamente, a ser partícipes en 
la distribución de los beneficios; tanto en el ámbito privado como en 
el público, el sector urbano y rural de la economía; en los lugares y 
establecimientos de trabajo, a nivel de la empresa, grupo de empresas, 
rama de actividad o cadena productiva; a escala local, territorial, na-
cional, regional y trasnacional.

112. Fin de la persecución y la violencia contra las y los trabaja-
dores que se organizan y luchan. Independencia y autonomía del movi-
miento sindical frente a las empresas y los gobiernos. Eliminación de los 
seudo-sindicatos dominados por los empleadores. Prohibición del uso 
de contratos de protección (acuerdos colectivos entre el empleador y un 
sindicato controlado por el empleador) utilizados para obligar a las y los 
trabajadores a unirse al sindicato de preferencia del empleador. Elimina-
ción de restricciones a la huelga, la imposición de arbitrajes obligatorios 
y mayor precisión en la regulación de los servicios esenciales.

113. Promover la negociación colectiva por la vía legislativa. La 
normativa no debe afectar la autonomía colectiva de las organizacio-
nes de las y los trabajadores ni el ejercicio de la libertad sindical. 
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114. El Estado debe intervenir para garantizar que las institucio-
nes de Justicia regulen las situaciones laborales legalmente ambiguas, 
el fraude empresarial, las relaciones semiautónomas y la tercerización 
precarizadora.

115. Promover negociaciones en ámbitos múltiples con coor-
dinación y descentralización organizada. Aplicación del efecto erga 
omnes o general para todo el ámbito de negociación. Favorecer la in-
corporación de nuevos contenidos en la negociación colectiva.

116. Reconocimiento y aplicación de la norma más favorable 
al trabajador. Reforzar el control de cumplimiento mediante una ade-
cuada inspección y dotación de recursos.

117. Incorporar el enfoque de género a la negociación colec-
tiva. Promover la participación de las mujeres en los procesos de ne-
gociación y la regulación por esta vía de las políticas de conciliación 
familia-trabajo con criterios de igualdad entre géneros. Promover 
entre las mujeres y la juventud los beneficios de la afiliación sindi-
cal, la representación sindical en el lugar de trabajo y la negociación 
colectiva. 

Seguridad social universal y solidaria 
como Derecho fundamental

118. Sistemas nacionales de seguridad social, basados en los 
principios de universalidad, solidaridad y el carácter público de las 
prestacione, financiados mediante contribuciones e impuestos progre-
sivos, en especial durante la niñez y la vejez. 

119. La Seguridad Social para todas y todos debe tener dos com-
ponentes: un pilar público básico, financiado con impuestos progre-
sivos y que proporcione beneficios a todas y todos; y un pilar público 
contributivo, con financiación tripartita. Impulso y cumplimiento de 
las propuestas contenidas en la Plataforma Sindical Continental de 
Seguridad Social de la CSA (2010).

120. Implementación de una estrategia múltiple de seguridad so-
cial basada en el establecimiento de una pensión universal para todas y 
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todos proporcionada por el Estado y financiada con impuestos. Cada Es-
tado debe comprometer un porcentaje del presupuesto nacional para la 
extensión de la cobertura en la protección social entendida en un sentido 
integral, con igualdad de género y atención a poblaciones vulnerables.

121. Defendemos el  Convenio 102 de la OIT como norma 
mínima de Seguridad Social y como referente normativo internacio-
nal, al establecer criterios y reglas claras para la cobertura de las nue-
ve (9) contingencias básicas de la seguridad social: asistencia médica, 
enfermedad, desempleo, vejez, accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, asignaciones familiares, maternidad, invalidez y muerte.

122. Los Estados nacionales deberán asegurar la protección so-
cial de toda la población. Las políticas de protección social universal 
deben ser articuladas con políticas de generación de empleo decente. 
El fin es evitar la cristalización de una sociedad dividida entre quienes 
tienen trabajo y quienes son asistidos. De ese modo se combate de 
forma efectiva la pobreza.

123. Financiamiento sustentable de la seguridad social con justicia 
social. Establecimiento de porcentajes de los Presupuestos Nacionales 
de cada país destinados a la protección social. Destierro de los modelos 
fundados en la capitalización individualista, el lucro privado y la especu-
lación financiera. Establecimiento de fuentes de financiación tripartita 
adecuadas con recursos del Estado, impuestos progresivos al capital y a 
las grandes rentas, y contribuciones de empleadores y trabajadores. 

124. Las políticas de conciliación de la vida laboral con la fami-
liar deben ser contempladas como elementos de la seguridad social. 
Políticas públicas específicas para las mujeres amas de casa que hayan 
sufrido desequilibrio en el reparto de responsabilidades familiares, y 
que se encuentren desprotegidas en términos de remuneraciones y 
protección social. 

125. Participación de las organizaciones de las y los trabajadores 
en el diseño, implementación, ejecución y control de las nuevas po-
líticas de seguridad social basadas en derechos, para todas y todos los 
trabajadores, sean estos de la economía formal como informal, remu-
nerados o no. 
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Servicios públicos, colectivos y responsabilidad 
empresaria en la provisión de cuidados

126. Los aspectos de la producción y los de la reproducción y el 
cuidado de la vida deben ser reconocidos como trabajo y considerados 
seriamente en el proceso de superación de las desigualdades de género. 
Reconocimiento del trabajo no remunerado y su aporte al bienestar de 
las familias, las comunidades y los países. 

127. Responsabilidad pública compartida y redistribución justa 
entre géneros del trabajo doméstico y de cuidado no remunerado. El 
Estado es responsable de promover políticas públicas que reconozcan 
el carácter socialmente necesario de la reproducción del vivir y que fa-
ciliten la conciliación de las  responsabilidades familiares y de cuidado 
con las laborales, compartiendo el trabajo doméstico y del cuidado a 
través de servicios públicos de provisión de cuidados de calidad y acce-
sibles a todas y todos los trabajadores. 

128. Incorporación del trabajo doméstico y cuidado no remu-
nerado en las Cuentas Nacionales y medición en los sistemas estadís-
ticos públicos. 

129. Promoción de la política de cuidado en tres ámbitos prin-
cipales: a) en la empresa, evaluando la reducción de la jornada de tra-
bajo sin disminución de salarios para que se asuma como una respon-
sabilidad social de la empresa el derecho de las y los trabajadores a 
atender las responsabilidades familiares y a obtener permisos materna-
les y paternales; b) en la sociedad, fortaleciendo los sistemas públicos 
colectivos accesibles a todos y todas para apoyar el cuidado de la niñez, 
las personas enfermas, con discapacidad y adultas mayores; y c) im-
plementar programas y campañas de educación y sensibilización para 
de-construir la cultura e ideología patriarcal, para valorar socialmente 
el trabajo reproductivo y que éste se asuma entre varones y mujeres 
con un sentido de igualdad.

130. Implementar mecanismos que valoren a las y los trabajadores 
remunerados del hogar, que se garanticen el respeto de los derechos labo-
rales y su equiparación con respecto al conjunto de las y los trabajadores. 
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Promoción de modelos anti patriarcales, 
equiparación de las responsabilidades del cuidado 
y el trabajo doméstico entre géneros 

131. Esta alternativa para el Desarrollo no reproducirá los mo-
delos de desigualdad de género anteriores y vigentes; y apuesta a la 
superación del patriarcado como régimen de dominación social.

132. Prevención y erradicación de todo tipo de violencia contra 
las mujeres y ejercicio pleno de los derechos sexuales y reproductivos. 
La condición de las mujeres sólo podrá transformarse efectivamente 
en la medida en que se impulsen cambios en las formas de producción 
y reproducción social, en las estructuras de poder y autoridad, y en 
tanto se reconozca a las mujeres como agentes activos en los todos los 
procesos sociales, económicos, culturales y políticos.

133. Las diferentes modalidades y expresiones de violencia 
contra la mujer,  impiden su desarrollo individual, menoscaban sus 
derechos y limitan su participación pública, económica, social y po-
lítica.  Por lo tanto se continuará  incidiendo en políticas y prácticas, 
a fin de desarrollar mecanismos para la erradicación de todo tipo de 
violencia que son víctimas las mujeres. Continuar promoviendo y 
profundizando la campaña continental “¡Basta ya! No más violencia 
contra las mujeres”.

134. Creación y fortalecimiento de las Comisiones Tripartitas 
de Igualdad de Oportunidades entre hombres y mujeres en toda la 
región como mecanismo consultivo y promotor del dialogo social, el 
trabajo decente y la protección a la maternidad y la paternidad.

135. Dado el carácter “feminizado” de los Programas de Trans-
ferencias Condicionadas (PTC), puede existir la tentación de consi-
derarlos una política pública para las mujeres. Si lo fueran, deberían 
actuar sobre los elementos que retrasan la autonomía femenina y sobre 
los principales obstáculos a la igualdad de género. Pero una mirada 
cercana a estos programas permite dudar al respecto y preguntarse si 
no son, como tantos otros, programas destinados a las mujeres pero 
que carecen de perspectiva de género. 
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136. Garantía de los derechos reproductivos de madres, padres y 
tutores biológicos, adoptivos y parejas del mismo sexo.

137. Es imprescindible acabar con la visión  tradicional que di-
vide el trabajo productivo del reproductivo, y que responsabiliza por 
éste último de forma naturalizada e individualizada a las mujeres y a 
las familias. Información y educación pública para la comprensión del 
principio de la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y 
hombres. 

Ciudadanía regional 
y derechos para los migrantes

138. Reconocimiento de la doble contribución al desarrollo 
económico, social y cultural de los migrantes tanto en  el Estado ori-
gen como el  Estado receptor.

139. Libre circulación de las personas, de las y los trabajadores, 
derecho a migrar, a no migrar, a permanecer o a retornar dignamente. 
Los y las migrantes, regularizados o no, deben gozar de iguales dere-
chos que los demás ciudadanos.

140. La opción de migrar no debe tener que enfrentar barreras 
y obstáculos, ni los migrantes deben ser objeto de criminalización. 
Los Estados deben garantizar el derecho a retornar para los migrantes 
que decidan volver a su país de origen. Reconocimiento del principio 
de no repatriación en los casos que involucren violación de los dere-
chos humanos en los países de origen, en casos de víctimas de terro-
rismo, de tráfico y de trata de personas, explotación sexual y laboral, 
accidentes de trabajo y represión por actividad política y/o sindical.

141. Establecimiento de un sistema regional de validación de 
certificaciones profesionales y títulos de educación formal; y fortaleci-
mientos de los sistemas ya existentes, a fin de garantizar el respeto de 
la calificación profesional y laboral alcanzada en los países de origen 
de los migrantes. 

142. Creación de mecanismos regionales para eliminar abusos de la 
intermediación financiera con las remesas de los trabajadores migrantes.
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143. Constitución de sistema de pensiones y seguridad social 
regional. Aplicación del Convenio Multilateral Iberoamericano de Se-
guridad Social para invalidez, vejez y supervivencia, que debe ser apro-
bado y aplicado con rango de Ley. 

144. Ampliación, consolidación y articulación de servicios pú-
blicos para las y los trabajadores migrantes: trabajo y ofertas de em-
pleo, información y tramitación de documentación, normativa na-
cional y regional, alternativas de formación profesional, con el fin de 
contribuir simultáneamente al combate de la informalidad laboral y 
a desalentar la proliferación de agencias privadas de empleo para mi-
grantes que operan de manera ilegal. 

Políticas continentales de prevención 
y erradicación de todo tipo de violencia

145. Políticas regionales para erradicar y prevenir la crimina-
lidad e inseguridad, la explotación infantil, la trata de personas, el 
crimen organizado, el narcotráfico, los feminicidios y todas las formas 
de impunidad que garantizan su continuidad.

146. Políticas de Estado en el ámbito  de las Américas para la eli-
minación de todas las formas de explotación infantil, con un abordaje 
de carácter integral que garantice la asistencia de los niños, las niñas y los 
adolescentes al sistema escolar público y gratuito desde la edad preescolar.

147. Erradicar todo tipo de actos discriminatorios hacia la 
orientación sexual, apariencia o condición física, creencia religiosa o 
filiación política.

148. Descriminalización de la juventud y activa participación 
de las y los jóvenes en la construcción de la seguridad de nuestros 
pueblos. Ampliación del espacio político de la juventud trabajadora 
para su organización y el empoderamiento como sujeto activo, social, 
sindical y político.

149. Impulsar el programa de la CSI, Alianza Sindical Global 
contra el Trabajo Forzoso y la Trata de Personas para promover el res-
peto por los derechos fundamentales de los trabajadores. 
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Educación pública, gratuita, universal, laica, 
intercultural y de excelencia académica 
en todos los niveles

150. La educación es un derecho humano de toda persona que 
se da a lo largo de la vida. Debe constituirse en palanca del desarrollo. 
Debe ser pública, gratuita, laica, de calidad, garantizando lo más avan-
zado del conocimiento y la formación integral.

151. La política educativa debe estar fundada en un concepto 
y una metodología horizontal y democrática para la interpretación y 
transformación de la realidad, y debe ser reconocida como una inver-
sión social. La formación técnica y profesional debe responder a las 
estrategias de desarrollo integral y sustentable de nuestras sociedades. 
Rechazamos el enfoque mercantil e instrumental que tiene como es-
trategia formar máquinas para el mercado de trabajo.

152. La educación formal debe comprenderse y desarrollarse desde 
una política pública que integre el enfoque de una educación para la vida, 
a lo largo de la vida, integral, continua, laica, obligatoria, gratuita, públi-
ca, intercultural, de excelencia académica, con igualdad de oportunidades 
y de acceso para todas y todos. Los Estados deben garantizar el acceso y la 
permanencia de mujeres y hombres para el ejercicio pleno de la ciudadanía.

153. Incorporación en los programas de estudios y sus contenidos 
curriculares sobre los derechos laborales, la  libertad sindical, la negocia-
ción colectiva, la seguridad social de las y los trabajadores, los principios 
y valores de la economía social y solidaria, desde una perspectiva de igual-
dad entre géneros, etnias, pueblos originarios y generaciones.

154. Docentes calificados/as, actualización continua con buenas 
condiciones de trabajo (salario y condiciones dignas de trabajo, opor-
tunidades de calificación, infraestructura adecuada) son la base de un 
sistema educativo de calidad. Además, es importante facilitar en los 
centros educativos, la creación de comunidades de aprendizaje donde 
las y los docentes interactúan, conviven, aprenden, crean nuevos co-
nocimientos y de esa manera mejoran la calidad educativa y fortalecen 
las instituciones educativas. 
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156. Ampliación de los programas de educación y de forma-
ción profesional, diseñados con una perspectiva de género e inclusión 
de los y las jóvenes, buscando la formación permanente y continua, 
así como la adquisición de las calificaciones para insertarse en el mun-
do del trabajo. 

157. Erradicación del trabajo infantil y de la explotación fami-
liar como trabajo no remunerado mediante la universalización de la 
educación, el combate al analfabetismo y la deserción escolar.

158. El sindicalismo de las Américas se propone desarrollar 
alianzas estratégicas con instituciones de educación para incidir en la 
educación formal y en la formación profesional.

Sistema de atención pública, universal 
Y igualitaria de la Salud

159. Prevención y atención universal e igualitaria de la Salud y 
sus familias, en todos los lugares de trabajo y territorios habitacionales. 
La atención primaria es el primer nivel estructural para conservar la sa-
lud desde el concepto de la OPS-OMS que compartimos. Institucio-
nalización del nivel de prevención y atención primaria en salud. Cons-
trucción de un seguro social único de financiamiento a los servicios de 
salud que se base en la lógica de aporte por ingresos (sea a través de la 
seguridad social o de la fiscalidad) y el acceso esté desligado de dicho 
aporte y determinado por las necesidades de las personas (edad, sexo, 
localización geográfica, etc.)

160. Acceso a un paquete de vacunas y medicamentos esencia-
les de calidad conforme lo demande el perfil epidemiológico como 
estrategia de aseguramiento de la salud como derecho colectivo. Estí-
mulo a la producción  regional y pública de medicamentos y quiebre 
de patentes.

161. Rechazo de las lógicas empresariales que deshumanizan los 
servicios en el sistema público de salud y de los modelos de asociación 
público-privado, más costosos que el desarrollo público de los servi-
cios, y que, además, disminuyen la calidad.
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162. Sistema de salud sin discriminación, con una perspectiva 
de igualdad de género, de orientación e identidad sexual, étnica y re-
ligiosa, de capacidades físicas y de edad. Eso incluye el derecho de las 
mujeres a elegir sobre su propio cuerpo y no ser penalizadas por causa 
de interrupción voluntaria del embarazo.

Lugares de trabajo sanos y seguros

163. La salud laboral es un Derecho humano fundamental. Se 
construye en un ambiente de trabajo adecuado, con condiciones de 
trabajo justas, donde trabajadoras y trabajadores puedan desarrollar 
una actividad con dignidad y donde sea posible su participación para 
la mejora de las condiciones de salud y seguridad. Impulso y aplica-
ción de las propuestas contenidas en la Estrategia sindical en Salud 
Laboral Para las Américas de la CSA (2012).

164. Fortalecimiento de tripartismo y dialogo social en salud laboral.
165. Adecuada inspección y control, para hacer visible lo invi-

sible. Promover la estrategia de salud laboral en todas las relaciones 
laborales involucradas en la realización de una actividad, incluyendo a 
las tercerizaciones y subcontrataciones. 

166. Implementación de un sistema integral de riesgos laborales 
y enfermedades profesionales, incluyendo la salud mental, que tenga 
como eje prioritario universal a la prevención. Exigimos lugares de 
trabajo sanos y seguros. 

167. Articulación de las políticas de acceso a la salud con la ca-
pacitación en materia medioambiental y las exigencias a los gobiernos 
y empresas en cuanto a las regulaciones de materiales y químicos que 
se corresponden o no emplearse en cada actividad económica. 

168. Adecuada inspección y control con perspectiva de género. 
Instituciones públicas nacionales de inspección y control fuertes y efi-
caces para el cumplimiento de las obligaciones preventivas y sanción 
para las empresas. Reforzar órganos técnicos de salud laboral. 

169. Creación de sistemas confiables de información, registro y 
notificación de accidentes y enfermedades por parte de los gobiernos 
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con participación sindical, respetando el derecho de confidencialidad. 
Diseño e implementación de encuestas sobre las condiciones de trabajo.

170. Participación en los centros de trabajo de los delegados sin-
dicales para la mejora de las condiciones y medio ambiente de trabajo.

171. Una estrategia nacional de defensa de la salud y seguridad 
de la vida de las y los trabajadores debe tomar en cuenta el influjo e 
impacto del cambio climático.



Plataforma de
Desarrollo 
de las Américas 43

IV. Dimensión AMBIENTAL

Justicia Ambiental

172. Ningún grupo de personas, pueblo o nación debe soportar 
una cuota desproporcionada de las consecuencias ambientales nega-
tivas del actual modelo de desarrollo. Demandamos una política am-
biental para enfrentar las asimetrías tanto a nivel nacional, entre clases 
sociales, como a nivel internacional, entre las naciones del Norte y del 
Sur. Todas las naciones tienen derecho a un desarrollo sustentable. 

173. Reconocimiento que el principio de las responsabilidades 
comunes pero diferenciadas (PRCD) y las diferentes capacidades,  son 
la piedra angular del régimen internacional del cambio climático y 
para superación del impase climático. Resulta crucial la identificación 
de los responsables de los mayores daños sobre quienes deben recaer 
las mayores cargas relativas a las iniciativas de adaptación y mitigación. 
Se tendrá que aportar claridad en (1) los objetivos de reducción de 
emisiones, (2) la adaptación, (3) el apoyo (financiero, tecnológico y 
humano), fortalecer su compromiso con la (4) Transición Justa y desa-
rrollar (5) normas comunes.

174. Acceso público e igualitario por parte de todos los pueblos 
al goce de los bienes comunes, la naturaleza y los espacios verdes. Esta 
distribución debe ser equitativa entre países y al interior de cada país y 
debe resguardar las soberanías nacionales.

Defensa y preservación de los Bienes comunes

175. Los bienes comunes son aquellos elementos naturales o so-
cialmente construidos que se caracterizan por ser de carácter colectivo 
y transgeneracionales. Son bienes comunes la biodiversidad, el agua, 
las semillas, los bosques, la energía y el conocimiento. 

176. Garantías a la soberanía y autodeterminación de los pue-
blos sobre los bienes comunes. Constitución de instancias de partici-
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pación y decisión democráticas. Los estándares de cuidado del medio 
ambiente no deben convertirse en excusas para la mercantilización de 
los bienes comunes. 

177. El Estado debe garantizar el carácter público de los bienes 
comunes y el goce colectivo y equitativo de los mismos, su defensa y 
preservación

178. Contra la mega-minería a cielo abierto.

El agua como Derecho humano

179. El agua y el saneamiento son un bien común, esencial para 
la vida, un derecho humano universal. Acceso universal al agua pota-
ble y saneamiento básico de calidad. Reafirmamos nuestra oposición a 
la privatización del agua.

180. El Estado tiene el deber de garantizar el acceso efectivo al 
agua mediante servicios de agua potable y saneamiento en manos públi-
cas y comunitarias, con participación de las y los trabajadores. Regula-
ción y control del uso del agua para uso industrial. Impulsar una nueva 
visión de mediano y largo plazo sobre la gestión integral del bien agua.

181. Preservación de las cabeceras de cuencas, lagunas, páramos, 
glaciares y espejos, a través de controles a los grandes asentamientos mi-
neros que están vinculados intrínsecamente a las cabeceras de cuencas. 
Tratamiento integral de efluentes dentro los megas proyectos mineros, 
metalúrgicos,  residuales y otros, para proteger y resguardar las cualida-
des de los recursos hídricos subterráneos de las aguas continentales.

182. Preservación de las zonas marino costeras nacionales y de las 
aguas profundas. Protección a la actividad pesquera racional, con desa-
rrollo acuícola sustentable, empleo digno, para el consumo popular. Pro-
ducción con participación de las comunidades en proyectos sustentables. 
Zonificación de reservas extractivas marítimas en las costas nacionales.

183. Impulsar una nueva visión sobre la gestión integral del 
agua. Despertar la conciencia y apoyar iniciativas tendientes a propi-
ciar la valoración del agua, la disminución de su desperdicio y conta-
minación. Promover la visión de cuenca.
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Soberanía y democratización energética 
con matriz sustentable

184. La superación de la crisis energética es un asunto central 
en la construcción de un modelo alternativo para la región, siendo 
que ella concentra una matriz energética variada y de mucho peso en 
la dinámica económica de nuestros países. La construcción de una 
matriz energética sustentable requiere la consideración de cuestiones 
ambientales tanto globales – cambio climático, agotamiento de re-
cursos energéticos, etc., como locales – contaminación, pérdida de la 
biodiversidad, entre otros.

185. Universalización del acceso a la energía en todas las regiones.
186. Reformulación y diversificación de la matriz energética, de 

manera tal que se base en tecnologías limpias, renovables y en bajas 
emisiones de gases de efecto invernadero. 

187. Elaboración de un inventario que posibilite el examen y 
evaluación de  los rasgos de las matrices energéticas de cada país, sus 
usos y sus dependencias, desalentando el desperdicio.

188. La demanda por hidrocarburos no debe ser una excusa 
para la explotación de recursos no convencionales a través de técnicas 
contaminantes que afectan e impactan negativamente en las poblacio-
nes locales. A su vez, su instrumentación vía acuerdos con empresas 
extranjeras no deben poner en riesgo las soberanías energéticas y el 
control democrático sobre los recursos hidrocarburíferos.

189. La reformulación de las matrices energéticas debe basarse 
en evaluaciones y estudios precautorios sobre posibles impactos, en 
términos ambientales, sociales y culturales.

190. Viviendas y edificaciones dignas de alto rendimiento y que 
minimicen la pérdida de energía. 

191. Restricciones más estrictas a las licencias para el otorga-
miento de concesiones a los proyectos energéticos, asegurando proce-
sos de diálogo social y consulta previa con las poblaciones afectadas. 

192. Reducción gradual de la dependencia de combustibles fósi-
les mediante transformaciones al interior de cada actividad económica. 
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193. Ampliar inversiones en los modelos alternativos y no con-
taminantes de combustibles, tales como los biocombustibles. Estos 
pueden ser considerados como una alternativa más de energía, en pos 
de profundizar la diversificación, siempre y cuando su desarrollo no 
desplace la producción de alimentos. 

Una transición justa 

194. La Transición Justa constituye la propuesta prioritaria del 
movimiento sindical frente a las consecuencias negativas del cambio 
climático sobre los pueblos. Se define como el conjunto de políticas 
diseñadas para asegurar que la transición y el camino hacia una pro-
ducción con bajas emisiones de gases de efecto invernadero, ofrezca 
al mismo tiempo oportunidades a las y los trabajadores y a las comu-
nidades implicadas. Con la finalidad que no sean ellas y ellos quienes 
paguen los mayores costos de las consecuencias negativas ocasionadas 
por cambios de los cuales no son los mayores responsables.

195. Inversiones urgentes y consistentes para un desarrollo a 
largo plazo de aquellos sectores económicos sostenibles y de bajas emi-
siones, con el objetivo de generar trabajo decente, dialogo social y 
consulta democrática de las partes interesadas.  

196. Investigación y evaluación temprana de los impactos so-
ciales y de los efectos en el empleo. Capacitación y desarrollo de ca-
pacidades de los trabajadores y comunidades, con consulta previa e 
informada que no sean meras formalidades. 

197. Crear agendas de transición justa a nivel global, regional y 
nacional. Establecer contenidos de protección social en los programas 
de transición justa comunes para toda la población trabajadora, garan-
tizando el trabajo decente para la región. 

198. Defendemos que tenga lugar una transferencia real de tecno-
logía con impacto en el proceso de cambio climático. La transferencia de 
tecnología debe ser efectiva en pos del desarrollo sustentable de los países 
receptores. Las patentes no pueden ser un impedimento para ello y, a su vez, 
la tecnología transferida no pude generar dependencia, ni deuda externa. 
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199. Los gobiernos deben consultar, planificar e implementar 
una estrategia de transición justa que proteja a los más vulnerables 
y los que se encentran en situación de riesgo tanto de los efectos del 
cambio climático, como de las medidas de mitigación y adaptación 
para combatirlo. Deben además asegurar la participación del movi-
miento social y sindical en el diseño, monitoreo y verificación. 

200. Proponemos que todos los países de la región tengan una 
estrategia nacional frente al cambio climático acorde con sus responsa-
bilidades, que incluya garantías presupuestarias para su financiación e 
implementación con participación de las organizaciones sindicales en 
la formulación de las políticas de adaptación y mitigación.  

201. Los Estados con mayores responsabilidades históricas en la 
depredación ambiental y emisión de gases de efecto invernadero deben 
asumir mayores costos para la adaptación y mitigación. 

202. Promover acciones de reconversión y transición para secto-
res de la economía que más contaminan el medio ambiente y asegurar 
sistemas de protección de los derechos de las y los trabajadores en los 
procesos de cambio.

203. Establecimiento de políticas de ordenamiento territorial 
que regulen las inversiones con enfoque de sustentabilidad y restric-
ciones ambientales. Fomento de una industrialización con tecnolo-
gías sostenibles. 

204. Incentivos fiscales para las empresas que inviertan en re-
conversión hacia tecnologías más limpias. 

Nuevo paradigma de producción, 
distribución y consumo con sustentabilidad 
ambiental presente y futura. 

205. Fortalecimiento de relaciones sociales y económicas que 
promuevan el equilibrio socio-ambiental con involucramiento y parti-
cipación de los trabajadores y trabajadoras, de campesinos y campesi-
nas, pueblos originarios y comunidades indígenas. Desarrollar tecno-
logías que eviten el uso de insumos y técnicas productivas generadoras 



Plataforma de 
Desarrollo 
de las Américas48

del cambio climático y la desertificación, y que en cambio contribuyan 
a la producción en un nuevo paradigma de sustentabilidad.

206. Repensar integralmente el transporte de pasajeros y mer-
cancías. Descentralizar la producción para reducir las distancias entre 
los centros de producción y los de consumo, minimizando el gasto de 
energía. Transporte público de excelencia con tecnologías limpias para 
reducir el uso de medios de desplazamiento individuales, superando 
la dependencia del transporte motorizado de baja relación entre pasa-
jeros/as y consumo de combustible. Desarrollar planes de movilidad 
colectiva con participación sindical. 

207. Interculturalidad, reconocimiento de saberes y prácticas 
ambientales, protección de nuestros recursos genéticos contra la bio-
piratería. 

208. Promover una legislación que incorpore principios precau-
torios que implican que determinados productos no puedan ser utili-
zados masivamente hasta tanto no haya pruebas fehacientes de que no 
dañan el ambiente o la salud humana y animal. 

209. Por un nuevo paradigma de gestión de materiales, con én-
fasis en el reciclaje y en la reutilización de los productos, que no ponga 
en riesgo el medio ambiente ni la generación de trabajo decente. De-
mandar restricciones a la obsolescencia programada de las mercancías, 
bienes y servicios producidos, teniendo en cuenta los impactos, pro-
cesos de desmaterialización y tratamiento de los residuos generados.
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